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	En ejercicio de sus derechos constitucionales, la menor Luisa Vélez domiciliada en Fresno Tolima, interpone acción de tutela para proteger sus derechos fundamentales a la salud, a la vida digna, al medio ambiente sano, a la integridad física y a la no discriminación debido a que le fue diagnosticado un tipo de cáncer denominado histiocitosis de células langerhans a la edad de 12 años. Por tal motivo, su médico tratante le recomienda evitar de forma imperativa todo tipo de exposición a radiofrecuencias, lo cual es equivalente a señales electromagnéticas y por tanto dañinas. En contravía a esta indicación, la accionante indica que a 41 metros de su casa se está construyendo una antena  de telefonía móvil en la que intervienen Telefónica Telecom S.A. E.S.P, ATC de Colombia S.A.S y Comcel S.A. sin los permisos necesarios que expide la Alcaldía 
	Responder a la pregunta,  ¿Si las accionadas,  Comcel S.A,  Telefónica  y  ATC Sitios de Colombia S.A . con la construcción de la antena de telefonía móvil están vulnerando el derecho fundamental a la salud de la menor Luisa Vélez  quien padece de cáncer?
	La Procuraduría Segunda Judicial Ambiental y Agraria para el Tolima, aduce que si bien es cierto no hay estudios específicos sobre la afectación a la salud que pueden causar las antenas de telefonía y los aparatos como teléfonos móviles, esto no obstaculiza el hecho para que los operadores y las entidades competentes regulen los límites y las cantidades permisibles para que estas emisiones no afecten los derechos fundamentales de los ciudadanos. Lo anterior para solicitar:
1. Se declare la responsabilidad de las entidades accionadas respecto a la vulneración de los derechos fundamentales de la menor.

2. Se ordene a las entidades mencionadas   adelantar las respectivas acciones para suspender inmediatamente las obras realizadas en el inmueble relacionado.
3. Se ordene al Municipio de Fresno adelantar las acciones necesarias para que, de acuerdo a la ley, se expidan los permisos y autorizaciones “que se deben otorgar a las empresas operadoras y contratistas encargadas del mantenimiento e instalación de las estaciones, torres y antenas de telefonía móvil que funcionen en la zona urbana de esa localidad” con el fin de mantener estas estructuras alejadas de la zona urbana en relación con la normatividad reguladora de esta materia. 
4.  Se ordene a las entidades accionadas la creación de un programa a nivel nacional para dar a conocer los efectos cancerígenos producidos por la exposición a equipos de transmisión de señales electromagnéticas, de acuerdo al informe de la Organización Mundial de la Salud, que la accionante allegó y que hace parte de los anexos de la demanda.
	Procedencia de Acción de Tutela contra particulares que prestan servicio público 

Siguiendo la línea jurisprudencial,  la Corte ha planteado que la acción de tutela se puede impetrar contra una entidad del orden privado siempre y cuando: a. Esta preste un servicio público, b. la conducta ponga en riesgo el interés colectivo y c. el afectado "se halle en estado de subordinación o indefensión frente al particular"
Debido a que Comcel S.A. y Telefónica son operadores privados de telecomunicaciones y ejercen un servicio público en razón a que afectan el interés colectivo, al igual que ATC Sitios de Colombia S.A, que, aunque su labor es la administración de la infraestructura de telefonía móvil celular y  participa también de este servicio (telefonía celular), estaría prestando un servicio público igualmente. 
Marco normativo de la actitud ejercida por las empresas de telefonía móvil.

En la Ley 37 de 1993 se encuentra la regulación en cuanto a la prestación del servicio de telefonía móvil celular analizada por la Corte Constitucional en Sentencia C-138 de 1994, aclarándose que la prestación del servicio estará  a cargo de los privados, pero las actividades de gestión y control del espectro electromagnético serán competencia del Estado.

Así mismo, el Decreto 195 de 2005 "Por el cual se adoptan límites de exposición de las personas a campos electromagnéticos, se adecuan procedimientos para la instalación de estaciones radioeléctricas y se dictan otras disposiciones" comprende los limites de exposición de las personas a campos electromagnéticos señalados por la UIT (Unión Internacional de Telecomunicaciones) y la Comisión Internacional para la Protección de la Radiación No Ionizante, también faculta al Ministerio de Comunicaciones para que reglamente lo referente a los dispositivos que, por su minúscula radiación se denominan Fuentes Inherentemente conformes y que por tal razón no requieren de medidas especiales de protección.

Resultado de lo anterior el Ministerio de las Tecnologías de la Información y las telecomunicaciones expidió la Resolución 1645 y la Circular 270 de 2007 las cuales exponen que las antenas de telefonía móvil son fuentes inherentes conformes según la UIT y por lo tanto los operadores no tienen ningún tipo de restricción para instalar dichas piezas en lugares de acceso al "público tales como centros educativos, centros geriátricos, centros de servicio médico zonas residenciales". En caso de necesitar alguna acreditación por parte de autoridades nacionales y/o territoriales las competentes para la expedición de estas serán; la Aeronáutica Civil, el Ministerio de Ambiente, o las Corporaciones Autónomas Regionales.

La Ley 1341 de 2009 creó la Agencia Nacional del Espectro, que entre sus funciones tiene la de inspeccionar, vigilar y medir las emisiones producidas por las antenas de telefonía móvil celular. 

Principio de Precaución 

El principio de precaución se aplicará en los casos en los que no exista con certeza el conocimiento científico sobre las consecuencias nocivas que puede acarrear un proyecto, obra o actividad a corto mediano o largo plazo en el medio ambiente, constituido éste, como un derecho colectivo y en virtud a lo ha planteado por la Corte,  un daño directo o indirecto en la salud de los seres humanos. Para lo cual se puede tomar como medida, la directriz  impartida por el artículo 85 de la ley 99 de 1993: “(…) c) Suspensión de obra o actividad, cuando de su prosecución pueda derivarse daño o peligro para los recursos naturales renovables o la salud humana, o cuando la obra o actividad se haya iniciado sin el respectivo permiso, concesión, licencia o autorización."
La exposición a ondas electromagnéticas emitidas por las antenas de telefonía móvil celular como fuente de riesgo para la salud.

La Organización Mundial de la Salud respecto a sus investigaciones concluye que las ondas emitidas por los instrumentos de telefonía móvil pueden llegar a influir en el desarrollo del cáncer.

Por su parte la Agencia Internacional para la Investigación del Cáncer (IARC, por sus siglas en ingles) en uno de sus proyectos identificó "los campos electromagnéticos de radiofrecuencia como posiblemente carcinógenos para los humanos, es decir que en la actualidad, los campos electromagnéticos se encuentran clasificados en la categoría 2B" (Tabla de la IARC)

Decisión
Con base en las consideraciones esta corporación decidió:
PRIMERO.- LEVANTAR la suspensión de los términos para decidir, ordenada mediante auto del veintiséis (26) de marzo de 2012.
SEGUNDO.- REVOCAR  las decisiones anteriores y en contrario, CONCEDER el amparo a la accionante. 
TERCERO.- ORDENAR a Telefónica Telecom S.A. E.S.P. desmontar la estación base localizada en el inmueble ubicado en la calle 5ª con carrera 6ª - Esquina, en Fresno, Tolima.

CUARTO.- ORDENAR al Ministerio de Tecnologías de la Información y las telecomunicaciones que, en aplicación del principio de precaución, regule la distancia prudente entre las torres de telefonía móvil y las viviendas, instituciones educativas, hospitales y hogares geriátricos.

QUINTO.- ORDENAR a la Agencia Nacional del Espectro que, en ejercicio de su función de vigilancia y control, verifique que la radiación emitida por las antenas de telefonía móvil celular se encuentren dentro de los límites permitidos, establecidos en la Resolución 1645 de 2005.



	CONCLUSION O APORTE


	La relación que sostienen el derecho fundamental a la salud y el derecho colectivo al medio ambiente sano  en virtud de este caso, es la aplicación del principio de precaución, así como lo ha planteado la Corte éste no es exclusivo del derecho colectivo toda vez que al existir un riesgo que afecte el medio ambiente se está involucrando el derecho a la salud  de las personas y por ende, el principio en mención cobra fuerza para ser accionado. 
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